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Medidas adoptadas por el Gobierno de la República  
de Belarús para aplicar las recomendaciones  
de la Comisión de Encuesta 

A. Introducción 

1. El Comité de Libertad Sindical, establecido por el Consejo de Administración en su 

117.ª reunión (noviembre de 1951), se reunió en la Oficina Internacional del Trabajo, 

Ginebra, los días 6, 7 y 14 de junio de 2019, bajo la presidencia del Sr. Evance Kalula. 

2. Tras la decisión adoptada por el Consejo de Administración, en su 291.ª reunión, sobre la 

conveniencia de que el Comité de Libertad Sindical hiciera un seguimiento de la aplicación 

de las recomendaciones de la Comisión de Encuesta establecida con el propósito de examinar 

la observancia, por parte del Gobierno de Belarús, del Convenio sobre la libertad sindical y 

la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) y del Convenio sobre el derecho 

de sindicación y de negociación colectiva, 1949 (núm. 98), el Comité examinó por última 

vez esta cuestión en su 385.º informe (marzo de 2018), aprobado por el Consejo de 

Administración en su 333.ª reunión. 

3. En esa ocasión, el Comité formuló las siguientes recomendaciones: 

a) el Comité urge al Gobierno a considerar, en el marco del Consejo tripartito, las medidas 

necesarias para garantizar que la cuestión del domicilio legal deje de ser un obstáculo para 

la inscripción en el registro de los sindicatos. Espera que el Gobierno transmita sin mayor 

demora información sobre todos los progresos realizados a ese respecto;  

b) el Comité alienta encarecidamente al Gobierno a que, junto con los interlocutores sociales, 

así como con otras partes interesadas (como el Ministerio de Justicia, la Oficina del Fiscal 

General, el Poder Judicial y el Colegio de Abogados del país), siga colaborando para 

construir un mecanismo eficaz de resolución extrajudicial de conflictos que pueda abordar 

los conflictos laborales relacionados con cuestiones individuales, colectivas y sindicales. 

Pide al Gobierno que le mantenga informado de las medidas adoptadas o contempladas a 

este respecto;  

c) el Comité urge una vez más al Gobierno a que, en consulta con los interlocutores sociales, 

enmiende el decreto núm. 24 y la Ley sobre Actividades de Masas. El Comité considera 

que las enmiendas deberían estar orientadas a la abolición de las sanciones impuestas a los 

sindicatos o a los sindicalistas por una sola violación de la legislación respectiva, al 

establecimiento de motivos claros para denegar las solicitudes de autorización para 

celebrar eventos sindicales de masas, teniendo en cuenta que cualquier restricción de ese 

tipo debería ser conforme a los principios de libertad sindical, y a la ampliación del alcance 

de las actividades a las que puede destinarse la asistencia técnica extranjera, en particular 

habida cuenta de la aparente carga (financiera) impuesta a los sindicatos para garantizar 

el orden público durante un evento multitudinario;  

d) si bien toma nota con interés de las propuestas transmitidas por el Gobierno en las que se 

esbozan las esferas de la futura colaboración con la OIT que se desea poner en práctica, el 

Comité espera que se dará prioridad al tratamiento de sus conclusiones y 

recomendaciones, así como a los comentarios de la CEACR con respecto a la plena 

aplicación de las recomendaciones pendientes de la Comisión de Encuesta;  

e) dado el tiempo transcurrido desde que se ha estado abordando el seguimiento de las 

recomendaciones formuladas por la Comisión de Encuesta, el Comité pide al Gobierno 

que proporcione información detallada sobre las medidas adoptadas en relación con todas 

las recomendaciones mencionadas y espera notar un progreso tangible en un futuro 

cercano, y 
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f) el Comité pide al Gobierno que envíe sus observaciones respecto de los nuevos alegatos 

relativos a investigaciones masivas de sindicalistas y la confiscación de documentos y 

material sindical, presentados por la CSI en una comunicación de fecha 6 de marzo 

de 2018. 

4. La Confederación Sindical Internacional (CSI) presentó nuevos alegatos en una 

comunicación de fecha 24 de septiembre de 2018. Por comunicación de fecha 19 de abril de 

2019, el Congreso de Sindicatos Democráticos (BKDP) presentó sus observaciones sobre la 

aplicación por el Gobierno de las recomendaciones de la Comisión de Encuesta.  

5. El Gobierno envió sus observaciones por una comunicación de fecha 10 de mayo de 2019.  

6. El Comité somete a la aprobación del Consejo de Administración las conclusiones que ha 

alcanzado en relación con las medidas adoptadas para aplicar las recomendaciones de la 

Comisión de Encuesta. 

B. Nuevos alegatos relativos a las recomendaciones 
de la Comisión de Encuesta  

7. En su comunicación de fecha 24 de septiembre de 2018, la CSI alega que desde el último 

examen de la situación de los derechos sindicales en Belarús, en marzo de 2018, se han 

producido nuevas acciones represivas contra los sindicalistas con el fin de frenar su 

determinación de representar y defender genuinamente los intereses y derechos de los 

afiliados sindicales. Alega en particular que, el 24 de agosto de 2018, dos dirigentes 

sindicales, los Sres. Gennady Fedynich e Igor Komlik, presidente y jefe de contabilidad del 

Sindicato de Trabajadores de la Radio y la Electrónica (REP), respectivamente, fueron 

declarados culpables de evasión fiscal por un tribunal de distrito de Minsk y condenados a 

cuatro años de prisión con suspensión de pena, a restricción de la libertad de circulación, a 

no poder ocupar puestos de responsabilidad durante cinco años y a una multa de 

47 560 rublos de Belarús (22 500 dólares de los Estados Unidos). Además, ambos dirigentes 

tienen que pagar las costas judiciales y multas administrativas. 

8. La CSI alega que la persecución de los dirigentes sindicales comenzó como represalia por 

las críticas al decreto presidencial núm. 3, que impone el pago de una cuota a las personas 

desempleadas y a las empleadas a tiempo parcial, y por la organización de protestas en contra 

de dicho decreto. Según la CSI, las irregularidades que plagaron los procesos de formulación 

de los cargos y de realización de las investigaciones, así como las tácticas de opresión 

empleadas, socavaron gravemente la credibilidad de los elementos de prueba recabados. 

Esas prácticas se exacerbaron durante el juicio. Los observadores en los procedimientos, 

como IndustriALL Global Union y el Observatorio para la Protección de los Defensores de 

los Derechos Humanos (OBS), señalaron importantes deficiencias. La CSI alega, en 

particular, que sólo dos de los siete testigos de cargo interrogados admitieron haber tenido 

conocimiento directo de los hechos en cuestión. A pesar de las objeciones del abogado 

defensor, se aceptaron testimonios de oídas y pruebas parciales. Además, según la CSI, 

durante la vista, cinco de los siete testigos señalaron que las declaraciones que realizaron 

antes del juicio contra los acusados fueron obtenidas bajo amenazas, intimidación y otras 

formas de presión coercitiva ejercidas por agentes del Departamento de Investigación 

Financiera de la Comisión Estatal de Control y por agentes de la Comisión Estatal de 

Investigación. Durante el juicio, se observó que el juez permitió a los fiscales hostigar e 

interrumpir a los testigos en varias ocasiones a pesar de las objeciones del abogado defensor. 

9. La CSI indica que la Comisión de Encuesta ha llegado a la conclusión de que las 

disposiciones en virtud de las cuales se acusó y procesó a los Sres. Fedynich y Komlik son 

contrarias a los principios que rigen la libertad sindical y el derecho de las organizaciones 
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de trabajadores y de empleadores a beneficiarse de las relaciones que puedan establecerse 

con organizaciones internacionales de trabajadores o empleadores.  

10. Por comunicación de fecha 19 de abril de 2019, el BKDP remite sus observaciones sobre la 

aplicación de las recomendaciones del Comité en relación con las recomendaciones 

pendientes de la Comisión de Encuesta. El BKDP considera que el Gobierno no ha aplicado 

las principales recomendaciones de la Comisión de Encuesta. En particular, señala que no 

se han introducido cambios en la legislación relativos a la inscripción de organizaciones 

sindicales y, a este respecto, se refiere como ejemplo a un sindicato (afiliado al Sindicato 

Independiente de Belarús (BNP)) en la empresa Remmontazhstroi, cuya inscripción duró 

ocho meses. Considera además que no se han adoptado medidas para crear mecanismos 

eficaces de resolución extrajudicial de conflictos y denuncia la continua injerencia de los 

empleadores en los asuntos sindicales, la discriminación antisindical mediante el uso de 

contratos de duración determinada y la prohibición de las acciones de protesta. Además, 

lamenta que no se hayan enmendado otras leyes que afectan a los sindicatos (decreto núm. 24 

sobre el uso de la ayuda gratuita y la Ley de Actividades de Masas). A este respecto, el 

BKDP también se refiere al enjuiciamiento penal de los dirigentes del REP por utilizar la 

ayuda recibida de un sindicato danés y a la aprobación por el Consejo de Ministros (de 

conformidad con la Ley de Actividades de Masas) del reglamento sobre el procedimiento de 

pago de los servicios prestados por las autoridades del Ministerio del Interior en relación con 

la protección del orden público, los gastos relacionados con la atención médica y la limpieza 

después de la celebración de un acto de masas (ordenanza núm. 49).  

C. Respuesta del Gobierno sobre las medidas 
adoptadas para aplicar las recomendaciones  
de la Comisión de Encuesta  

11. En su comunicación de fecha 10 de mayo de 2019, el Gobierno indica que en los últimos 

años la situación en el país en lo que respecta al desarrollo de las instituciones del diálogo 

social y el tripartismo ha evolucionado positivamente. El Consejo Nacional de Asuntos 

Laborales y Sociales (en adelante, el Consejo Nacional) se reunió cuatro veces en 2018 y 

examinó varias cuestiones importantes relativas a la política laboral y social, incluyendo la 

aplicación del acuerdo general para los años 2016-2018, la preparación del acuerdo general 

para los años 2019-2021 y las propuestas de la Federación de Sindicatos de Belarús (FPB) 

para ultimar un proyecto de ley de enmienda del Código del Trabajo. Asistieron a dichas 

reuniones, entre otros, el Sr. A. Yaroshuk, presidente del BKDP.  

12. El Gobierno informa además de que un grupo de trabajo tripartito establecido por decisión 

del Consejo Nacional, que incluía a representantes de los trabajadores de la FPB y del BKDP, 

redactó un acuerdo general para los años 2019-2021. Al 1.º de enero de 2019, había 

583 convenios colectivos en vigor (un convenio general, 41 convenios tarifarios (de 

industria) y 541 convenios locales), así como 19 102 convenios colectivos a nivel de 

empresa. 

13. El Gobierno recuerda que el Consejo tripartito para la mejora de la legislación en la esfera 

social y laboral (en adelante, el Consejo tripartito) es una plataforma clave en la que pueden 

debatirse las cuestiones relativas a la aplicación de las recomendaciones de la Comisión de 

Encuesta. En diciembre de 2017, el Consejo tripartito aprobó propuestas de cooperación con 

la OIT, las cuales fueron comunicadas a la Oficina en febrero de 2018 y su aplicación 

comenzó en 2019. Una de esas actividades fue una reunión del Consejo tripartito celebrada 

el 26 de febrero de 2019 con la participación de representantes de la OIT para examinar las 

cuestiones problemáticas que habían surgido en la elaboración y aplicación de los convenios 

colectivos en diversos niveles. Las partes acordaron seguir reflexionando sobre la cuestión, 

en colaboración con la OIT, y se espera que en el segundo semestre de 2019 se organice otra 
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actividad con la asistencia de la OIT para presentar propuestas sobre las formas de mejorar 

la legislación y la práctica pertinentes. Además, como parte de las celebraciones del 

centenario de la OIT, el 27 de febrero de 2019 se celebró en Minsk una conferencia tripartita 

sobre tripartismo y diálogo social. Durante la misma, representantes del Gobierno, sindicatos 

y asociaciones de empleadores, así como expertos de la OIT, debatieron cuestiones relativas 

a la situación del diálogo social y el tripartismo en Belarús. El Consejo tripartito desempeña 

un papel clave en la aplicación de las propuestas de cooperación de las que ha tomado nota 

anteriormente el Comité.  

14. En cuanto a las cuestiones relativas al registro de sindicatos, el Gobierno indica que, al 1.º de 

enero de 2019, había 28 sindicatos registrados en el país (23 en toda la República, uno 

regional y cuatro empresariales) y 24 952 estructuras sindicales (incluidas las organizaciones 

de base). El 15 de enero de 2019, el comité ejecutivo del distrito de Soligorsk registró una 

organización de base de la empresa de construcción «Trest Remmontazhstroy», una 

estructura de la BKDP, afiliada a la Unión Independiente Belarús de Mineros, Trabajadores 

de la Química, Trabajadores de Refinerías, Trabajadores de la Energía, Trabajadores del 

Transporte, Trabajadores de la Construcción y otros Trabajadores (BNP), e indica que no se 

denegó el registro a otras organizaciones sindicales.  

15. En cuanto a los alegatos de la CSI relativos a los Sres. Fedynich y Komlik, el Gobierno 

explica que el 1.º de agosto de 2017, el departamento de investigación financiera de la 

Comisión de Control del Estado para la Región y la Ciudad de Minsk presentó cargos penales 

en virtud del artículo 243 del Código Penal en contra del presidente del Sindicato de 

Trabajadores de la Radio y la Electrónica (REP), el Sr. Fedynich, y del jefe de contabilidad 

del sindicato, el Sr. Komlik. Los cargos fueron presentados tras una auditoría financiera del 

REP, que estimó que estas personas habían ocultado ingresos recibidos fuera de la República 

de Belarús sin la debida autorización emitida por el Banco Nacional y que no los habían 

reportado en las declaraciones de impuestos del REP. Los investigadores encontraron que 

entre enero de 2011 y marzo de 2012, los Sres. Fedynich y Komlik, así como otras personas 

habían violado la ley al evadir el pago del impuesto sobre la renta del año 2011 que ascendía 

al menos a 22 867,10 rublos de Belarús (en ese momento, el equivalente a 6 533 valores de 

base). Siendo así, el Estado sufrió especialmente daños a gran escala. Un daño a gran escala 

se define como la evasión del pago de impuestos u obligaciones cuando las mismas 

corresponden a 1 000 veces o más del valor de base, y un daño especialmente de gran escala 

corresponde a 2 500 veces o más del valor de base. A este respecto, el artículo 243 del 

Código Penal prevé una responsabilidad en caso de evasión del pago de impuestos y 

obligaciones, ocultando o subestimando deliberadamente la base imponible o no 

presentando una declaración de impuestos o proporcionando deliberadamente información 

falsa, con el resultado de causar un daño a gran escala. La parte 2 de esta disposición 

establece la responsabilidad por la conducta que causa un daño a gran escala.  

16. Los Sres. Fedynich y Komlik fueron detenidos el 2 de agosto de 2017. Ese mismo día, el 

Sr. Fedynich fue puesto en libertad. A los efectos de la investigación penal, se llevaron a 

cabo allanamientos en las oficinas del REP y del BNP, así como en los domicilios de los 

Sres. Fedynich, Komlik y otras personas, y los documentos contables y el equipo informático 

pertinentes pasaron a formar parte de los materiales de la investigación (no confiscados); 

además, más de 800 afiliados al REP fueron entrevistados. La causa penal fue transmitida al 

Comité de Investigación de Minsk el 8 de agosto de 2017 para su investigación preliminar. 

El 10 y 11 de agosto de 2017, los Sres. Komlik y Fedynich respectivamente, fueron acusados 

de delitos en virtud del artículo 243, parte 2, del Código Penal. El 11 de agosto de 2017 se 

dictaron las siguientes medidas preventivas: en relación con el Sr. Fedynich, el compromiso 

de no abandonar el país y mantener una buena conducta; y en relación con el Sr. Komlik, la 

detención preventiva. El 24 de agosto de 2018, el Tribunal del Distrito de Sovetsky de Minsk 

declaró a los Sres. Fedynich y Komlik culpables de evasión fiscal por ocultar la base 

impositiva y no presentar una declaración de impuestos, acciones que habrían resultado 
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especialmente en daños a gran escala. De conformidad con la parte 2 del artículo 243 del 

Código Penal, dichas personas fueron condenadas a cuatro años de restricción de libertad 

sin encarcelación y sin confiscación de bienes, pero con la prohibición de ocupar cargos 

directivos y administrativos durante cinco años. Los Sres. Fedynich y Komlik fueron 

declarados culpables, como funcionarios responsables de calcular correctamente los 

impuestos y derechos pagaderos al presupuesto, de abrir una cuenta en divisas para la 

organización sindical en AE SEB Bankas (Vilnius, República de Lituania), a la que los no 

residentes de Belarús estaban transfiriendo fondos entre enero de 2011 y marzo de 2012. 

Posteriormente, el Sr. Komlik retiró de dicha cuenta un total de 17 467,85 dólares de los 

Estados Unidos y 140 000 euros y los trasladó al territorio de la República de Belarús sin 

registrar los ingresos recibidos en los libros del sindicato ni declararlos como ayuda exterior 

gratuita al Departamento de Actividades Humanitarias de la Administración del Presidente 

de la República de Belarús. El Gobierno indica que la autoridad encargada de la 

investigación penal llevó a cabo la investigación preliminar de la causa penal de conformidad 

con la Ley de Procedimiento Penal y que el comité de investigación no ejerció presión alguna 

sobre los testigos durante las diligencias realizadas. En su fallo, el tribunal desestimó las 

pruebas físicas. Los archivos contables y legales del REP fueron devueltos al sindicato. 

También fueron devueltas las pertenencias personales de los acusados (incluyendo el equipo 

informático) que habían sido incautadas durante el proceso penal. Durante la misma causa 

penal, no se tomó ninguna otra medida en contra de ninguna propiedad del REP. 

17. El Gobierno enfatiza que la condena se basó en pruebas obtenidas con arreglo al 

procedimiento judicial y examinadas objetivamente durante las audiencias judiciales. Según 

un protocolo de búsqueda del 2 de agosto de 2017, fueron incautados los siguientes 

elementos de la oficina del REP: una llave de acceso y una prueba documental de un acuerdo 

entre el REP y el Sindicato 3F (Dinamarca). Según el Banco Nacional de la República de 

Belarús, ni el REP, ni los Sres. Fedynich o Komlik solicitaron al Banco Nacional permiso 

para abrir cuentas en un banco no residente entre el 1.º de enero de 2010 y el 26 de junio de 

2017. La recepción de fondos en la cuenta del REP entre el 1.º de enero y el 31 de diciembre 

de 2011 fue confirmada por una copia de un extracto bancario del AE SEB Bankas de 

Lituania. El Sr. Komlik es la persona que retiró los fondos. La base de datos sobre el tráfico 

de pasajeros contiene datos que indican que los acusados, los Sres. Fedynich y Komlik, 

cruzaron la frontera entre Belarús y Lituania en 2011, lo que ha sido confirmado por testigos. 

Los libros de contabilidad del REP no contienen información acerca de la ayuda extranjera 

gratuita recibida en el 2011. Según el Departamento de Actividades Humanitarias de la 

Administración Presidencial, el REP no solicitó el registro gratuito de la ayuda exterior entre 

el 1.º de enero de 2010 y el 27 de abril de 2018. 

18. Los acusados y sus abogados apelaron la sentencia del Tribunal del Distrito Sovetsky de 

Minsk. El 9 de noviembre de 2018, la Junta Penal del Tribunal de la Ciudad de Minsk 

confirmó la sentencia y desestimó las apelaciones. Ese mismo día entró en vigor la sentencia. 

El Gobierno destaca que se presentaron cargos penales contra los Sres. Fedynich y Komlik 

únicamente porque habían cometido un delito (evasión fiscal) y no tenían nada que ver con 

las acciones de protesta del REP. El Gobierno transmite una copia de una entrevista con el 

presidente del BKDP, el Sr. Yaroshuk, la cual fue publicada en un sitio web el día en que 

los Sres. Fedynich y Komlik fueron detenidos, el 2 de agosto de 2017.  

D. Conclusiones del Comité 

19. El Comité recuerda que ya había tomado nota anteriormente de que el Gobierno deseaba 

seguir colaborando con la OIT. Celebra la participación de los interlocutores sociales, a 

través del Consejo tripartito en actividades destinadas a abordar los obstáculos que 

dificultan el ejercicio de la negociación colectiva a nivel sectorial y territorial como parte 

de la asistencia técnica permanente de la Oficina y la información proporcionada por el 
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Gobierno en cuanto a la cooperación continua al respecto. Sin embargo, debe subrayar que 

todo resultado que se derive de esa labor estará necesariamente vinculado a la situación 

general de los derechos sindicales en el país y que unas relaciones laborales sólidas 

requieren que exista confianza entre los interlocutores y que la libertad de asociación sea 

respetada y observada tanto en la legislación como en la práctica. Por lo tanto, el Comité 

insta al Gobierno a que redoble sus esfuerzos para abordar sus conclusiones y 

recomendaciones, así como las observaciones pertinentes de la Comisión de Expertos en 

Aplicación de Convenios y Recomendaciones, a fin de aplicar plenamente las 

recomendaciones de la Comisión de Encuesta. El Comité confía en que el Gobierno, con la 

asistencia de la OIT y en consulta con los interlocutores sociales, adoptará las medidas 

necesarias a este respecto. 

20. En cuanto a las recomendaciones formuladas hace casi dos décadas de que el Gobierno 

tome las medidas necesarias para garantizar que la cuestión del domicilio legal (obligación 

establecida en virtud del decreto presidencial núm. 2, sus disposiciones y reglamentos) deje 

de ser un obstáculo para la inscripción en el registro de los sindicatos en la práctica, el 

Comité observa que, si bien el Gobierno insiste en que este requisito no constituye un 

obstáculo para el registro, el BKDP sigue expresando su preocupación al respecto y se 

refiere a un proceso de registro reciente que tardó ocho meses antes de que pudiese ser 

finalizado. El Comité insta una vez más al Gobierno a que examine, en el marco del Consejo 

tripartito, las medidas necesarias para eliminar los obstáculos al registro de sindicatos y 

pide al Gobierno que transmita información sobre todos los progresos realizados a ese 

respecto. 

21. En relación con el decreto núm. 24 relativo al uso de donaciones del extranjero, el Comité 

recuerda que las donaciones del extranjero sólo pueden emplearse con objetivos específicos 

y, concretamente, que no pueden emplearse «para la preparación y desarrollo de reuniones 

públicas, concentraciones, marchas callejeras, manifestaciones, piquetes y huelgas, la 

elaboración y difusión de materiales para campañas, así como para la celebración de 

seminarios y otras formas de campañas masivas dirigidas a la población». El 

incumplimiento del requisito de registrar las donaciones extranjeras daría lugar a 

considerables multas y a la confiscación de la ayuda, así como a la posible terminación de 

las actividades sindicales, «inclusive tratándose de un incidente aislado de violación de 

estas características».  

22. El Comité toma nota con preocupación de la información remitida por las organizaciones 

querellantes, en relación con la situación de los Sres. Fedynich y Komlik, declarados 

culpables de evasión fiscal y utilización de fondos extranjeros sin haber sido oficialmente 

registrados ante las autoridades de conformidad con el decreto núm. 24. Además, toma nota 

de que fueron condenados a cuatro años de prisión con suspensión de la pena, restricción 

de la libertad de circulación, prohibición de ocupar altos cargos durante cinco años y una 

multa de 47 560 rublos de Belarús (más de 22 500 dólares de los Estados Unidos). El Comité 

observa que, según indica el Gobierno, ambos dirigentes sindicales fueron condenados por 

evasión fiscal y uso de fondos extranjeros sin haberlos registrado oficialmente con las 

autoridades según dispone la legislación vigente. El Comité pide al Gobierno que presente 

una copia de las decisiones judiciales así como cualquier información pertinente con toda 

urgencia para que pueda examinar este aspecto del caso con pleno conocimiento de causa. 

23. De conformidad con la Ley sobre Actividades de Masas, que establece un procedimiento 

para los eventos de masas necesario para proteger los derechos de la comunidad en su 

sentido más amplio y para garantizar el respeto de la ley y el orden, la solicitud para poder 

celebrar el evento debe hacerse al órgano ejecutivo y administrativo local. Si bien la 

decisión de dicho órgano puede ser recurrida ante los tribunales, la legislación no establece 

claramente los motivos por los que una solicitud puede ser denegada. Un sindicato que viola 

el procedimiento para organizar y celebrar eventos de masas puede ser disuelto a raíz de 
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una sola violación en caso de daño grave o perjuicio importante a los derechos o intereses 

legales de otros ciudadanos y organizaciones. En este contexto, «violación» incluye el cese 

temporal de una actividad empresarial o institucional, la interrupción del tráfico, la muerte 

o el daño físico de una o más personas, o daños superiores a 10 000 veces un valor por 

determinar en la fecha de que se trate. El Comité toma nota con profunda preocupación de 

que, a pesar de las numerosas solicitudes de los órganos de control de la OIT a tal efecto, 

no se ha facilitado ninguna información que indique las medidas adoptadas para enmendar 

esas disposiciones legales.  

24. Además, el Comité lamenta tomar nota de la aprobación por el Consejo de Ministros (de 

conformidad con la Ley de Actividades de Masas) del reglamento sobre el procedimiento de 

pago de los servicios prestados por las autoridades del Ministerio del Interior en relación 

con la protección del orden público, los gastos relacionados con la atención médica y la 

limpieza después de la celebración de un acto de masas (ordenanza núm. 49, que entró en 

vigor el 26 de enero de 2019). El Comité observa que, de conformidad con el reglamento, 

una vez autorizado (o no prohibido) un acto de masas, y a más tardar dos días antes de la 

fecha prevista para su celebración, el organizador debe concertar contratos con los órganos 

de asuntos internos, los servicios de salud y las instalaciones de limpieza del territorio 

pertinente en relación con la protección del orden público y los servicios médicos y de 

limpieza, respectivamente. El reglamento establece las siguientes tasas en relación con la 

protección de los servicios públicos:  

— tres unidades de base – para un evento con la participación de hasta diez personas; 

— 25 unidades de base – para un evento con la participación de 11 a 100 personas; 

— 150 unidades de base – para un evento con la participación de 101 a 1 000 personas; 

— 250 unidades de base – para un evento con la participación de más de 1 000 personas. 

Si el evento tiene lugar en una zona que no sea una zona designada permanentemente a tal 

efecto, las tasas mencionadas se multiplicarán por un coeficiente de 1,5.  

Además de los honorarios mencionados, el reglamento prevé los gastos de los organismos 

especializados (servicios médicos y de limpieza) que debe pagar el organizador del evento. 

De acuerdo con el reglamento, éstos incluirán:  

— el salario de los empleados que se dedican a la prestación de servicios, teniendo en 

cuenta su categoría, el número y el tiempo que pasan en el evento masivo; 

— las cotizaciones obligatorias al seguro; 

— el coste de los suministros y materiales, incluidos los medicamentos, los productos 

médicos y los detergentes; 

— gastos indirectos de los órganos especializados, e 

— impuestos, tasas, otros pagos obligatorios a los presupuestos republicanos y locales 

previstos por la ley. 

25. El Comité toma nota de que la actual unidad de base fue fijada en 25,5 rublos de Belarús 

(12 euros) 1. A la lectura conjunta de estas disposiciones recientes junto con el decreto 

 

1 Ordenanza del Consejo de Ministros núm. 956, del 27 de diciembre de 2018, en vigor desde el 1.º de 

enero de 2019. El salario mínimo mensual actual es de 330 rublos de Belarús (155 dólares de los 
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núm. 24 que prohíbe el uso de ayuda extranjera gratuita para la realización de eventos 

masivos, la capacidad para llevar a cabo acciones masivas parecería ser extremadamente 

limitada, si no imposible, en la práctica. Por consiguiente, el Comité insta una vez más al 

Gobierno a que, en consulta con los interlocutores sociales, enmiende la Ley sobre 

Actividades de Masas y el decreto núm. 24, y pide al Gobierno que facilite información 

sobre todas las medidas adoptadas a ese respecto. El Comité recuerda que las enmiendas 

deberían estar orientadas a la abolición de las sanciones impuestas a los sindicatos o a los 

sindicalistas por una sola violación de la legislación respectiva, al establecimiento de 

motivos claros para denegar las solicitudes de autorización para celebrar eventos sindicales 

de masas, teniendo en cuenta que cualquier restricción de ese tipo debería ser conforme a 

los principios de libertad sindical, y a la ampliación del alcance de las actividades a las que 

puede destinarse la asistencia técnica extranjera, en particular habida cuenta de la aparente 

carga (financiera) impuesta a los sindicatos para garantizar la ley y el orden durante un 

evento multitudinario. Además, considerando que el derecho a organizar reuniones y 

manifestaciones públicas constituye un aspecto importante de los derechos de las 

organizaciones sindicales, el Comité pide al Gobierno que adopte las medidas necesarias 

para derogar la ordenanza del Consejo de Ministros núm. 49, que hace casi imposible en la 

práctica el ejercicio de este derecho. 

26. Asimismo, el Comité alienta encarecidamente al Gobierno a que, junto con los 

interlocutores sociales, así como con otras partes interesadas (como el Ministerio de 

Justicia, la Oficina del Fiscal General, el Poder Judicial y el Colegio de Abogados del país), 

siga colaborando para construir un mecanismo eficaz de resolución extrajudicial de 

conflictos que pueda abordar los conflictos laborales relacionados con cuestiones 

individuales, colectivas y sindicales. Pide al Gobierno que le mantenga informado de las 

medidas adoptadas o contempladas a este respecto.  

27. El Comité recuerda que, en una comunicación de fecha 6 de marzo de 2018, la CSI presentó 

alegatos relativos a investigaciones masivas de sindicalistas y la confiscación de 

documentos y material sindical. El Comité insta al Gobierno a que le haga llegar sin más 

demora sus observaciones al respecto. 

28. El Comité toma nota de los alegatos presentados por el BKDP en su comunicación de fecha 

19 de abril de 2019 y pide al Gobierno que presente sus observaciones detalladas al 

respecto. 

Recomendaciones del Comité 

29. En vista de las conclusiones provisionales que preceden, el Comité invita al 

Consejo de Administración a que apruebe las recomendaciones siguientes: 

a) el Comité insta al Gobierno a que redoble sus esfuerzos para abordar sus 

conclusiones y recomendaciones, así como las observaciones pertinentes de 

la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones, a 

fin de aplicar plenamente las recomendaciones de la Comisión de Encuesta. 

El Comité confía en que el Gobierno, con la asistencia de la OIT y en consulta 

con los interlocutores sociales, adoptará las medidas necesarias a este 

respecto; 

 
Estados Unidos), según lo establecido en la ordenanza del Consejo de Ministros núm. 870, del 5 de 

diciembre de 2018. 
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b) el Comité insta al Gobierno a que, en el marco del Consejo tripartito, examine 

las medidas necesarias para garantizar que la cuestión del domicilio legal deje 

de ser un obstáculo para la inscripción en el registro de los sindicatos; 

c) el Comité alienta encarecidamente al Gobierno a que, junto con los 

interlocutores sociales, así como con otras partes interesadas (como el 

Ministerio de Justicia, la Oficina del Fiscal General, el Poder Judicial y el 

Colegio de Abogados del país), siga colaborando para construir un 

mecanismo eficaz de resolución extrajudicial de conflictos que pueda abordar 

los conflictos laborales relacionados con cuestiones individuales, colectivas y 

sindicales; 

d) el Comité insta una vez más al Gobierno a que, en consulta con los 

interlocutores sociales, enmiende el decreto núm. 24 y la Ley sobre 

Actividades de Masas. El Comité considera que las enmiendas deberían estar 

orientadas a la abolición de las sanciones impuestas a los sindicatos o a los 

sindicalistas por una sola violación de la legislación respectiva, al 

establecimiento de motivos claros para denegar las solicitudes de autorización 

para celebrar eventos sindicales de masas, teniendo en cuenta que cualquier 

restricción de ese tipo debería ser conforme a los principios de libertad 

sindical, y a la ampliación del alcance de las actividades a las que puede 

destinarse la asistencia técnica extranjera, en particular habida cuenta de la 

aparente carga (financiera) impuesta a los sindicatos para garantizar el orden 

público durante un evento multitudinario. Además, el Comité pide al 

Gobierno que adopte las medidas necesarias para derogar la ordenanza del 

Consejo de Ministros núm. 49, que hace casi imposible en la práctica el 

ejercicio de este derecho; 

e) el Comité pide al Gobierno que envíe sus observaciones respecto de los 

alegatos relativos a investigaciones masivas de sindicalistas y la confiscación 

de documentos y material sindical; 

f) el Comité pide al Gobierno que envíe con carácter de urgencia una copia de 

las decisiones judiciales relativas a los casos de los Sres. Fedynich y Komlik 

sobre presunta evasión fiscal, así como cualquier otra información pertinente, 

para que pueda examinar los alegatos con pleno conocimiento de los hechos;  

g) el Comité pide al Gobierno que presente sus observaciones detalladas con 

respecto a los alegatos presentados por el Congreso de Sindicatos 

Democráticos (BKDP) en su comunicación de fecha 19 de abril de 2019, y 

h) el Comité insta al Gobierno a que proporcione información detallada sobre 

las medidas adoptadas en relación con todas las recomendaciones 

mencionadas y espera notar un progreso tangible en un futuro cercano. 

 

Ginebra, 14 de junio de 2019 (Firmado)   Profesor Evance Kalula 

Presidente 

 

Punto que requiere decisión: párrafo 29 
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